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5.2 El organismo notificado encargado de verificar la 
construcción o fabricación debe poder, en todo momento, 
entrar en las obras, talleres de fabricación, zonas de alma-
cenamiento y, en su caso, de prefabricación, en las insta-
laciones de ensayo y, en general, en todo lugar que consi-
dere necesario para el cumplimiento de su función. La 
entidad contratante debe remitirle o hacer que se le remi-
tan todos los documentos pertinentes y, en particular, los 
planos de ejecución y la documentación técnica del sub-
sistema.

5.3 El organismo notificado que verifique la realiza-
ción llevará a cabo auditorías periódicas para asegurarse 
de que se cumple lo dispuesto en este real decreto, y pre-
sentará en ese momento un informe de dicha auditoría a 
los profesionales encargados de la realización. Podrá exi-
gir ser convocado en determinadas fases de la obra.

5.4 Por otra parte, el organismo notificado podrá 
visitar sin previo aviso las obras o los talleres de fabrica-
ción. Con ocasión de estas visitas, podrá efectuar audito-
rías completas o parciales. Facilitará un informe de la 
visita y, en su caso, un informe de la auditoría a los profe-
sionales encargados de la realización.

6. Presentación.–El expediente completo a que se 
refiere el punto 4 se depositará, en apoyo del certificado 
de conformidad expedido por el organismo notificado 
encargado de la verificación del subsistema en condicio-
nes de funcionamiento, ante la entidad contratante o su 
representante. El expediente se adjuntará a la declaración 
«CE» de verificación que la entidad contratante remitirá al 
Director General de Ferrocarriles.

La entidad contratante conservará una copia del ex-
pediente durante toda la vida útil del subsistema. El ex-
pediente será remitido a los demás Estados miembros de 
la Unión Europea cuando éstos lo soliciten.

7. Publicación.–Todos los organismos notificados 
publicarán con carácter periódico la información perti-
nente relacionada con:

a) Las solicitudes de verificación «CE» recibidas.
b) Los certificados de conformidad expedidos.
c) Los certificados de conformidad denegados.

8. Lengua.–Los expedientes y la correspondencia 
relacionados con los procedimientos de verificación «CE» 
se redactarán en castellano.

ANEXO VII

Criterios mínimos que tendrá en cuenta la Dirección 
General de Ferrocarriles para la notificación de organismos

1. El organismo, su director y el personal encargado 
de las verificaciones no podrán intervenir, ni directamente 
ni en calidad de mandatarios, en el diseño, fabricación, 
construcción, comercialización o mantenimiento de los 
componentes de interoperabilidad o subsistemas ni en su 
explotación. Esta circunstancia no excluye la posibilidad 
de un intercambio de información técnica entre el fabri-
cante o el constructor y el organismo.

2. El organismo deberá disponer del personal y 
poseer los medios necesarios para cumplir adecuada-
mente las labores técnicas y administrativas relacionadas 
con la realización de las verificaciones; deberá también 
tener acceso al material necesario para las verificaciones 
excepcionales.

En particular, el organismo y el personal encargado de 
las verificaciones deberán gozar de independencia funcio-
nal tanto de las autoridades designadas para expedir las 
autorizaciones de puesta en servicio en el marco de la 
normativa vigente, las licencias de empresas ferroviarias 
y los certificados de seguridad, como asimismo de las 
entidades a cargo de las investigaciones en caso de acci-
dente.

3. El personal encargado de la inspección deberá 
poseer:

a) Una adecuada formación técnica y profesional.
b) Conocimientos satisfactorios sobre las obligacio-

nes relativas a los controles que realiza, y una práctica 
suficiente en dichos controles.

c) La aptitud necesaria para redactar los certificados, 
las actas y los informes en que se plasmarán los controles 
efectuados.

4. Deberá quedar garantizada la independencia del 
personal encargado de la inspección. La remuneración de 
un agente no estará en función del número de inspeccio-
nes que efectúe ni de los resultados de éstos.

5. El organismo deberá suscribir un seguro de res-
ponsabilidad civil.

6. El personal del organismo estará obligado al 
secreto profesional en todo lo que llegue a conocer en el 
ejercicio de sus funciones (salvo ante las autoridades 
administrativas competentes del Estado en el que desa-
rrolla su actividad) en el marco de este real decreto o de 
cualquier norma de Derecho interno por la que se aplique 
la Directiva 96/48/CE, del Consejo, de 23 de julio de 1996, 
relativa a la interoperabilidad del sistema ferroviario tran-
seuropeo de alta velocidad. 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 6248 REAL DECRETO 357/2006, de 24 de marzo, por 
el que se regula la concesión directa de deter-
minadas subvenciones en los ámbitos del 
empleo y de la formación profesional ocupa-
cional.

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de sub-
venciones, dispone que el procedimiento ordinario de 
concesión de subvenciones se tramitará en régimen de 
concurrencia competitiva, que se inicia siempre de oficio, 
mediante convocatoria aprobada por el órgano compe-
tente. No obstante, la citada Ley, en su artículo 22.2.c), 
establece que, con carácter excepcional, podrán conce-
derse de forma directa aquellas subvenciones en que se 
acrediten razones de interés público, social, económico o 
humanitario, u otras debidamente justificadas que dificul-
ten su convocatoria pública. Las normas especiales regu-
ladoras de dichas subvenciones deberán aprobarse por 
real decreto, a propuesta del ministro competente y pre-
vio informe del Ministerio de Economía y Hacienda, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 28.2 y 3 de 
dicha Ley.

El Servicio Público de Empleo Estatal y, en su caso, los 
Servicios Públicos de Empleo de las Comunidades Autó-
nomas, vienen desarrollando distintos programas y medi-
das integrados en las políticas activas de empleo que tie-
nen como principal objetivo facilitar las posibilidades de 
acceso de los desempleados al mercado de trabajo, bien 
por cuenta propia o por cuenta ajena. En las subvencio-
nes de los programas a que se refiere este real decreto 
concurren singulares circunstancias y razones de interés 
público, económico y social que dificultan su convocato-
ria pública y justifican su otorgamiento en régimen de 
concesión directa.

El colectivo de las personas con discapacidad, debido 
a sus circunstancias personales y sociales, se encuentra 
con más dificultades para acceder a un empleo. La aplica-
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ción del régimen de concurrencia competitiva para la tra-
mitación de las ayudas que potencian su integración 
laboral en las empresas del mercado normalizado de tra-
bajo, en los Centros Especiales de Empleo y en los encla-
ves laborales, así como de las que facilitan el autoempleo 
puede suponer un serio obstáculo para la consecución de 
dicho objetivo.

Por otra parte, las convocatorias públicas pueden obs-
taculizar la gestión de determinados programas dirigidos 
a la promoción del empleo autónomo. Las posibilidades 
de negocio y la oportunidad de crear una empresa depen-
den de muchas variables que difícilmente pueden coinci-
dir con el ámbito temporal de una convocatoria que tiene 
unos plazos limitados. Muchos proyectos de autoempleo, 
ante la imposibilidad de poder concurrir a las convocato-
rias, dejarían de contar con la financiación que el pro-
grama de promoción del empleo autónomo contempla.

Las subvenciones consistentes en el abono de cuotas a 
la seguridad social de los trabajadores que han percibido la 
prestación por desempleo en su modalidad de pago único, 
y que se encuentran reguladas en la Orden del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, de 13 de abril de 1994, deben 
excepcionarse del procedimiento en régimen de con-
currencia competitiva, puesto que se trata de un derecho 
cuyo reconocimiento está vinculado a la obtención de la 
capitalización de la prestación por desempleo, de acuerdo 
con lo previsto en el Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, 
por el que se establece el abono de la prestación por des-
empleo en su modalidad de pago único.

En el caso de las subvenciones concedidas a través de 
la colaboración del Servicio Público de Empleo Estatal 
con el Ministerio de Defensa, en el marco de los conve-
nios de colaboración suscritos para la formación ocupa-
cional e inserción profesional de los militares profesiona-
les de tropa y marinería con una relación de servicios de 
carácter temporal, que se gestionan con cargo a la reserva 
de crédito regulada en el artículo 13.e) de la Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo, dado que la colaboración 
se establece entre órganos de la misma administración 
pública cuyas actuaciones van encaminadas a la consecu-
ción de los intereses generales y por ser el Ministerio de 
Defensa el único beneficiario de estas subvenciones, no 
procede el régimen de concurrencia competitiva.

El Real Decreto 939/1997, de 20 de junio, por el que se 
regula la afectación, al programa de fomento del empleo 
agrario, de créditos para inversiones de las Administra-
ciones Públicas en las Comunidades Autónomas de Anda-
lucía y Extremadura y en las zonas rurales deprimidas 
regula la concesión de subvenciones a las corporaciones 
locales situadas en dichos territorios para la ejecución de 
proyectos de interés general y social, cuya finalidad es 
garantizar un complemento de renta o generar empleo 
estable para los trabajadores eventuales agrarios que tie-
nen dificultades de acceso al mercado de trabajo, de ahí la 
conveniencia de su concesión directa.

La concesión de las becas y ayudas para los alumnos 
de cursos del Plan Nacional de Formación e Inserción Pro-
fesional y las becas para los alumnos de proyectos de 
Escuelas Taller y Casas de Oficios está vinculada a su par-
ticipación en los mismos. Por tanto, siempre que los 
alumnos cumplan los requisitos establecidos en la nor-
mativa reguladora de estos programas, la concesión de 
las becas y ayudas debe producirse de forma inmediata, 
sin que sea precisa su concurrencia con otros beneficia-
rios, al tener todos los alumnos en principio, por el mero 
hecho de serlo, derecho a su percepción.

En las subvenciones a las empresas por la realización 
de prácticas en sus instalaciones por parte de los alumnos 
del Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional, 
no es precisa la concurrencia con otros beneficiarios, 
pues dichas prácticas van siempre anexas a cursos pre-
viamente aprobados, concediéndose la subvención siem-

pre que las empresas cumplan con los requisitos estable-
cidos en la norma reguladora.

En el caso de las subvenciones concedidas dentro del 
Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional en el 
marco de convenios con compromiso de contratación, la 
planificación de las necesidades de aumento de la planti-
lla por parte de las entidades suscriptoras de los conve-
nios con el Servicio Público de Empleo Estatal, depende 
de la evolución del mercado, dificultando por ello la con-
vocatoria pública para suscribir los mismos.

Finalmente, la concesión de prórrogas de la subven-
ción por contratación de Agentes de Empleo y Desarrollo 
Local, está vinculada a la aprobación de la subvención por 
la contratación inicial de estos Agentes. Las Corporacio-
nes Locales tienen derecho a la prórroga de la subvención 
en función del cumplimiento de los objetivos señalados 
en la Memoria-Proyecto en base a la cual se concedió la 
subvención inicial y siempre que hayan justificado el 
gasto del período subvencionado anterior. No es preciso, 
por tanto, que se establezca concurrencia con otros bene-
ficiarios, ya que la concesión sería directa previa compro-
bación de los requisitos mencionados.

La Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales, en la 
reunión celebrada el 30 de enero de 2006, ha sido infor-
mada de este real decreto.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales, previo informe del Ministerio de Econo-
mía y Hacienda y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 24 de marzo de 2006,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto tiene por objeto autorizar la conce-
sión directa de determinadas subvenciones en los ámbi-
tos del empleo y de la formación profesional ocupacional, 
así como establecer sus normas reguladoras, al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003,
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en rela-
ción con el artículo 28.2 y 3 de dicha Ley, atendiendo a la 
singularidad derivada de las difíciles circunstancias de 
integración laboral de los colectivos afectados o de sus 
peculiares necesidades formativas, que permiten apreciar 
la concurrencia de razones de interés público, económico 
y social que dificultan la convocatoria pública de las refe-
ridas subvenciones.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

1. Las subvenciones y ayudas a las que se será de 
aplicación este real decreto son las siguientes:

a) Subvenciones para el fomento del empleo de las 
personas con discapacidad, a las que se refiere el capítu-
lo II del Real Decreto 1451/1983, de 11 de mayo, por el que, 
en cumplimiento de la Ley 13/1982, de 7 de abril, se regula el 
empleo selectivo y las medidas de fomento del empleo de 
trabajadores minusválidos, desarrollado por Orden del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 13 abril de 1994.

b) Subvenciones para la integración de personas 
con discapacidad en Centros Especiales de Empleo y tra-
bajo autónomo, previstas en el Real Decreto 2273/1985, 
de 4 de diciembre, por el que se por el que se aprueba el 
Reglamento de los Centros Especiales de Empleo y en la 
Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, de 16 
octubre de 1998, por la que se establecen las bases regu-
ladoras para la concesión de las ayudas y subvenciones 
públicas destinadas al fomento de su integración laboral 
de los minusválidos en centros especiales de empleo y 
trabajo autónomo.

c) Subvenciones para el tránsito del empleo prote-
gido al empleo en el mercado de trabajo ordinario, a tra-
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vés de los enclaves laborales, previstas en los artículos 12 
y 13 del Real Decreto 290/2004, de 20 de febrero por el 
que se regulan los enclaves laborales como medida de 
fomento del empleo de las personas con discapacidad.

d) Subvenciones para la promoción del empleo 
autónomo, a las que se refiere el Programa III de la Orden 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 21 de 
febrero de 1986, por la que se establecen diversos Progra-
mas de apoyo a la creación de empleo, desarrollada por la 
Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 22 
de marzo de 1994.

e) Subvenciones consistentes en el abono de cuotas 
a la Seguridad Social a los perceptores de la prestación 
por desempleo en su modalidad de pago único, que esta-
blecidas por el Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, por 
el que se establece el abono de la prestación de desem-
pleo en su modalidad de pago único, desarrollado por la 
Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 13 
de abril de 1994, y de acuerdo con lo previsto en la dispo-
sición transitoria cuarta de la Ley 45/2002, de 12 de 
diciembre, de medidas urgentes para la reforma del sis-
tema de protección por desempleo y mejora de la ocupa-
bilidad, modificada por Real Decreto 1413/2005, de 25 de 
noviembre.

f) Subvenciones al Ministerio de Defensa para la for-
mación profesional ocupacional e inserción profesional 
de los militares profesionales de tropa y marinería con 
una relación de servicios de carácter temporal, en el 
marco de los convenios de colaboración a los que se 
refiere la disposición adicional cuarta del Real Decre-
to 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan 
Nacional de Formación e Inserción Profesional.

g) Becas y ayudas de transporte, manutención y 
alojamiento para alumnos del Plan Nacional de Forma-
ción e Inserción Profesional, previstas en el artículo 6 del 
Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se 
regula el Plan Nacional de Formación e Inserción Profe-
sional, desarrollado por los artículos 17 y 18 de la Orden 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 13 de 
abril de 1994.

h) Becas para alumnos del programa de Escuelas 
Taller y Casas de Oficios, a las que se refieren los artícu-
los 5 y 17 de la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, de 14 de noviembre de 2001, por la que se regula 
el programa de Escuelas Taller y Casas de Oficios y las 
Unidades de Promoción y Desarrollo y establece las bases 
reguladoras de la concesión de subvenciones públicas a 
dichos programas.

i) Subvenciones a las corporaciones locales por la 
contratación de determinados trabajadores para la ejecu-
ción de proyectos de interés general y social afectados al 
Programa de Fomento de Empleo Agrario, cuya finalidad 
sea garantizar un complemento de renta a través de la 
distribución del empleo disponible y, en su caso, generar 
empleo estable.

Estas subvenciones se concederán en el marco de lo 
establecido en el Real Decreto 939/1997, de 20 de junio, 
por el que se regula la afectación, al programa de fomento 
del empleo agrario, de créditos para inversiones de las 
Administraciones Públicas en las Comunidades Autóno-
mas de Andalucía y Extremadura y en las zonas rurales 
deprimidas. Asimismo, les será de aplicación, en cuanto 
no se ponga a dicha norma y a este real decreto, lo dis-
puesto en la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales de 26 de octubre de 1998, por la que se estable-
cen las bases para la concesión de subvenciones por el 
Instituto Nacional de Empleo, en el ámbito de colabora-
ción con las corporaciones locales para la contratación de 
trabajadores desempleados en la realización de obras y 
servicios de interés general y social.

j) Subvenciones a las empresas para compensar las 
prácticas profesionales previstas en el artículo 4.2 del 
Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula 

el Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional, 
desarrollado por el artículo 12 de la Orden del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, de 13 de abril de 1994.

k) Subvenciones a las entidades públicas o privadas 
de formación o a las empresas para la impartición de 
acciones de formación profesional ocupacional, en el 
marco de los convenios de colaboración que incorporen 
el compromiso expreso de contratar un porcentaje de 
alumnos formados, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 8.2.c) del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, por 
el que se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción 
Profesional, desarrollado por los artículos 15 y 16 de la 
Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 13 
de abril de 1994.

l) Prórroga de las subvenciones para la contratación 
de Agentes de Empleo y Desarrollo Local, a la que se refie-
ren los artículos 10.2 y 14 de la Orden del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, de 15 de julio de 1999, por la 
que se establecen las bases de concesión de subvenciones 
públicas para el fomento del desarrollo local e impulso de 
los proyectos y empresas calificados como I + E.

2. Las remisiones a las normativas reguladoras de 
subvenciones y ayudas contempladas en el apartado 
anterior, se entenderán efectuadas asimismo a las nor-
mas que las modifiquen o sustituyan, salvo excepción 
expresa establecida en las mismas.

Artículo 3. Régimen jurídico.

1. Estas subvenciones se regirán, además de por lo 
dispuesto en este real decreto, por las previsiones de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvencio-
nes, salvo en lo que afecte a la aplicación de los princi-
pios de publicidad y concurrencia, por las disposiciones 
reglamentarias dictadas en su desarrollo y por la Orden 
TAS/816/2005, de 21 de marzo, por la que se adecuan al 
régimen jurídico establecido en la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones las normas regula-
doras de subvenciones que se concedan por el Servicio 
Público de Empleo Estatal en los ámbitos de empleo y de 
formación profesional ocupacional, a excepción de lo dis-
puesto en sus artículos 4 y 5.

2. Las normas citadas en el artículo 2 de este real 
decreto, en cuanto no se opongan a lo establecido en las 
señaladas en el apartado 1, serán de aplicación a los 
extremos siguientes:

a) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de 
las subvenciones.

b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios 
para la obtención de las subvenciones y forma de acredi-
tarlos.

c) Modalidades de ayuda.
d) Cuantía individualizada de la subvención o crite-

rios para su determinación.
e) Compatibilidad o incompatibilidad con otras sub-

venciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma 
finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones 
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Euro-
pea o de organismos internacionales.

f) Obligaciones de los beneficiarios.
g) Régimen de justificación de la aplicación dada a las 

subvenciones y de la aplicación de los fondos percibidos.

Artículo 4. Financiación.

1. Los créditos con los que se financiarán estas sub-
venciones tendrán el carácter de fondos de empleo de 
ámbito nacional, que figurarán en el presupuesto de gas-
tos del Servicio Público de Empleo Estatal debidamente 
identificados y desagregados, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 14 de la Ley 56/2003, de 16 de diciem-
bre, de Empleo.
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2.  La distribución territorial de los créditos corres-
pondientes a los programas de los que las Comunida-
des Autónomas hayan asumido la gestión realizada por 
el Servicio Público de Empleo Estatal en el ámbito del 
trabajo, el empleo y la formación, así como de los pro-
gramas de apoyo al mismo, se efectuará de conformi-
dadcon el procedimiento establecido en el artículo 86 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presu-
puestaria.

3. Lo establecido en el apartado anterior no será de 
aplicación en los supuestos de programas cuya gestión 
esté reservada al Servicio Público de Empleo Estatal y le 
corresponda en el ejercicio de sus competencias, según lo 
dispuesto en el artículo 13.e) de la Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, de Empleo.

Artículo 5. Procedimiento de concesión.

1. El procedimiento se iniciará a instancia de parte, 
mediante solicitud del interesado dirigida al órgano com-
petente para resolver sobre el otorgamiento de estas sub-
venciones, en régimen de concesión directa.

En las subvenciones a que se refiere el apartado 1.i) 
del artículo 2 la presentación de las solicitudes podrá ser 
precedida de un acto de convocatoria por parte del órgano 
competente para resolver, que tendrá el carácter de pre-
supuesto de los distintos procedimientos que se inicien 
posteriormente.

2. La forma en que debe presentarse la solicitud y la 
documentación que debe acompañarla, la instrucción y 
resolución del procedimiento, así como la forma de pago 
se ajustarán a lo previsto en las disposiciones a que se 
refiere el artículo 2.

3. El órgano competente notificará la resolución 
sobre la concesión de estas subvenciones en el plazo de 
seis meses a contar desde la fecha en que la solicitud 
haya tenido entrada en el registro del órgano competente 
para su tramitación, salvo en las subvenciones a las que 
se refieren los párrafos a), c) y l) del artículo 2, en las que 
el citado plazo será de tres meses.

4. Transcurridos los plazos señalados en el apartado 
anterior sin haberse notificado resolución expresa, podrá 
entenderse desestimada por silencio administrativo la 
solicitud presentada, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 25.5 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones, en relación con el artículo 28.2 de la 
citada Ley.

Artículo 6. Reintegro.

1. Darán lugar a la obligación de reintegrar las canti-
dades percibidas las causas de invalidez de la resolución 
de concesión recogidas en el artículo 36 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. También 
procederá el reintegro, total o parcial, y la exigencia del 
interés de demora desde la fecha del pago de la subven-
ción hasta que se acuerde la procedencia del reintegro de 
la misma, en los supuestos contemplados en el artícu-
lo 37 de la citada Ley, así como en los demás previstos en 
las disposiciones señaladas en el artículo 2 de este real 
decreto.

2. En el caso de incumplimientos parciales el órgano 
competente determinará la cantidad a reintegrar por el 
beneficiario respondiendo al principio de proporcionali-
dad en función de los costes justificados y las actuaciones 
acreditadas, de conformidad con lo dispuesto en el 
número 2 del artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, en relación con la 
letra n) del apartado 3 del artículo 17 de dicha Ley.

Disposición adicional única. Comunidades autónomas.

1. Este real decreto, a excepción de lo dispuesto en 
los apartados f) e i) del artículo 2, se considera incluido en 
la relación de normas reguladoras de subvenciones con-
cedidas por el Servicio Público de Empleo Estatal, a los 
efectos establecidos en los correspondientes reales 
decretos sobre traspaso a las comunidades autónomas 
de la gestión realizada por el Servicio Público de Empleo 
Estatal (INEM) en el ámbito del trabajo, el empleo y la 
formación.

2. Las comunidades autónomas que hayan asumido 
el traspaso de la gestión realizada por el Servicio Público 
de Empleo Estatal en el ámbito del trabajo, el empleo y la 
formación así como de los programas de apoyo al mismo 
ejercerán las funciones que el presente real decreto atri-
buye al mencionado Servicio Publico de Empleo Estatal y 
que les correspondan según lo dispuesto en los reales 
decretos de traspaso. Dicha gestión se realizará de 
acuerdo con lo establecido en este real decreto y en las 
normas de procedimiento y bases reguladoras para la 
concesión de subvenciones que dicten las comunidades 
autónomas para su ejecución en función de su propia 
organización.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio de los 
procedimientos.

1. A los procedimientos de concesión de subvencio-
nes pendientes de resolución a la fecha de entrada en vigor 
de este real decreto, iniciados a partir de la finalización del 
plazo de adecuación contemplado en la disposición transi-
toria primera de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones, les será de aplicación lo previsto en la 
Orden TAS/816/2005, de 21 de marzo, por la que se adecuan 
al régimen jurídico establecido en la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones las normas regula-
doras de subvenciones que se concedan por el Servicio 
Público de Empleo Estatal en los ámbitos de empleo y de 
formación profesional ocupacional.

2. Los procedimientos de concesión de subvencio-
nes ya iniciados a la entrada en vigor de la Ley 38/2003,
de 17 de noviembre, General de Subvenciones o durante 
el plazo de adecuación antes señalado, se regirán por la 
normativa anterior que les sea de aplicación, según lo 
dispuesto en los apartados 1 y 2 de la disposición transi-
toria segunda de la Ley General de Subvenciones citada.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo establecido en este real 
decreto y en particular los apartados d), e) i) y j) del artícu-
lo 5 de la Orden TAS/816/2005, de 21 de marzo, por la que se 
adecuan al régimen jurídico establecido en la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, las normas 
reguladoras de subvenciones que se concedan por el 
Servicio Público de Empleo Estatal en los ámbitos de 
empleo y de formación profesional ocupacional, sin perjui-
cio de lo establecido en la disposición transitoria única.

Disposición final primera. Habilitación competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 149.1.7.ª de la Constitución.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

Se faculta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales 
para adoptar las disposiciones necesarias para el desarro-
llo y ejecución de este real decreto.
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Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 24 de marzo de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 6249 ORDEN ITC/1018/2006, de 29 de marzo, por la 
que se deroga la Orden de 26 de febrero de 
1986 por la que se regula el régimen de comer-
cio exterior de las Islas Canarias, Ceuta y Meli-
lla.

La Orden de 26 de febrero de 1986 por la que se regula 
el régimen de comercio exterior de las islas Canarias, 
Ceuta y Melilla, cuya última modificación se realizó por 
Orden de 18 de abril de 1990, constituye la disposición 
básica que ha regulado desde la adhesión de España a las 
Comunidades Europeas el comercio exterior de dichas 
islas y ciudades autónomas, así como la tramitación de 
los documentos requeridos en el mismo.

En virtud del Reglamento (CEE) n.º 1911/91 del Con-
sejo, de 26 de junio de 1991, relativo a la aplicación de las 
disposiciones del Derecho comunitario en las islas Cana-
rias, las islas Canarias pasaron a formar parte del territo-
rio aduanero comunitario a partir del 1 de julio de 1991, 
por lo que desde esta fecha la Orden de 26 de febrero 
de 1986 por la que se regula el régimen de comercio exte-
rior de las islas Canarias, Ceuta y Melilla dejó de ser apli-
cable en Canarias.

Desde la adopción de la referida Orden de 26 de 
febrero de 1986, se han producido cambios significativos 
en el ámbito comercial con implicaciones para el régimen 
de exportación e importación de Ceuta y Melilla.

En la actualidad, el comercio exterior de material de 
defensa, de otro material y de productos y tecnologías 
de doble uso en Ceuta y Melilla se rige por el Regla-
mento de control del comercio exterior de material de 
defensa, de otro material y de productos y tecnología de 
doble uso, aprobado por el Real Decreto 1782/2004, 
de 30 de julio; por el Reglamento de Armas, aprobado 
por el Real Decreto 137/1993, de 29 de enero, y por las 
Leyes Orgánicas 12/1995, de 12 de diciembre, de Repre-
sión del Contrabando y 3/1992, de 30 de abril, por la que 
se establecen supuestos de contrabando en materia de 
exportación de material de defensa o material de doble 
uso. En consecuencia, lo dispuesto en la Orden de 26 de 
febrero de 1986 respecto a este tipo de productos ya no 
es de aplicación.

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CATALUÑA

 6250 RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 2006, del 
Departamento de Interior, por la que se corri-
gen errores de la Resolución INT/3635/2005, de 
23 de diciembre, por la que se establecen res-
tricciones a la circulación durante el año 2006.

Habiéndose observado errores en el anexo B1 y en el 
Anexo B2 de la Resolución citada, publicada en el «Bole-
tín Oficial del Estado» número 27, de 1 de febrero de 2006, 
se detalla su oportuna corrección:

En la página 3892, el cuadro relativo al mes de mayo 
de 2006, incluido en el Anexo B1, debe sustituirse por el 
que se publica en esta corrección de errores.

El anexo B2, publicado en la página 3900, debe susti-
tuirse por el que se publica en esta corrección de errores.

Barcelona, 2 de febrero de 2006.–P. D. (Resolución 
INT/2028/2004, DOGC de 22.7.2004), el Director del Servi-
cio Catalán de Tráfico, Rafael Olmos i Salaver. 

Por otro lado, el Reglamento (CE) n.º 1236/2005, del 
Consejo, sobre el comercio de determinados productos 
que pueden utilizarse para aplicar la pena de muerte o 
infligir tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes, ya incluye a Ceuta y Melilla, por lo que no 
es necesario mantener ninguna disposición nacional que 
regule este tipo de comercio en dichas ciudades.

Por último, las razones de interés comercial y de con-
trol que habían llevado a establecer en 1986 el requisito 
de notificación previa o autorización administrativa de 
importación y exportación para algunas mercancías en 
Ceuta y Melilla ya no prevalecen.

Por todo ello, no tiene sentido el mantenimiento de la 
vigencia de la Orden de 26 de febrero de 1986 por la que 
se regula el régimen de comercio exterior de las islas 
Canarias, Ceuta y Melilla.

En consecuencia, con la previa aprobación del Minis-
tro de Administraciones Públicas, dispongo:

Primero.–Queda derogada la Orden de 26 de febrero 
de 1986 por la que se regula el régimen de comercio exte-
rior de las islas Canarias, Ceuta y Melilla, modificada por 
la Orden de 27 de agosto de 1986 por la que se modifican 
determinados preceptos de diversas Órdenes sobre 
Comercio Exterior, así como por las Órdenes de 29 de 
mayo de 1989 sobre pagos y cobros exteriores relaciona-
dos con importaciones y de 18 de abril de 1990, por la que 
se modifican los anejos de la de 26 de febrero de 1986.

Quedan igualmente derogadas todas las disposiciones 
de igual o inferior rango, en lo que contradigan o se opon-
gan a lo establecido en la presente Orden Ministerial.

Segundo.–La presente Orden Ministerial entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado.

Madrid, 29 de marzo de 2006.

MONTILLA AGUILERA 


